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¿Demasiado tarde?
	 El debate sobre la crisis actual que vive el país está a la orden del día. Está 
claro que lo primero que hay que enfrentar es el impacto inmediato de la recesión 
económica mundial —cuya traducción más evidente es el constante incremento de 
los precios de los combustibles—, que está golpeando severamente a los sectores 
sociales más vulnerables. Pero, en segundo lugar, se trata de avanzar hacia una 
reforma-rearticulación del modelo económico-social vigente. Nunca va a estar de-
más insistir en este último aspecto, porque es mucha la tentación de reducir todos 
los problemas de El Salvador al efecto de la recesión mundial; y si esa visión de 
la realidad nacional termina por imponerse, los desajustes estructurales del país 
quedarán como están, lo cual no es bueno para la viabilidad de El Salvador como 
proyecto de convivencia social. 
	 Quienes han caído en la cuenta de lo apremiante que es replantearse el modelo 
de país diseñado y concretado en los últimos veinte años, abogan por cambios 
urgentes tanto en los modos de conducción política como en la gestión económica. 
Y ello porque, haciéndose cargo de la gravedad de la situación, ven en la actual 
crisis una oportunidad de encauzar al país por otros derroteros. Hay aquí un cierto 
optimismo que, después de todo, quizás no carezca de fundamento.  
	 Sin embargo, no está demás ver las cosas desde el lado opuesto, esto es, desde 
una postura escéptica y, por qué no, pesimista. Hay que preguntarse, en primer 
lugar, si no es demasiado tarde para hacer las reformas que el país ha venido recla-
mando desde que se frustraron las expectativas depositadas en los Acuerdos de Paz 
en materia económica y social. Son tantos los problemas acumulados desde aquel 
lejano 1992 hasta ahora, que cuestionarse sobre la posibilidad de su solución en el 
mediano plazo no resulta gratuito. Por ejemplo, en el plano económico, ¿es posible 
edificar un modelo más integrado en sus subsistemas básicos? En el plano social, 
¿es posible contener el deterioro de nexo social y la anomia? En el plano medioam-
biental, ¿es posible revertir los graves daños de las últimas tres décadas sobre el 
ecosistema?  Ninguna de esas preguntas —y otras de igual naturaleza— tiene una 
respuesta fácil, aunque  —de forma optimista— se pueden responder positivamente, 
con el argumento de que siempre que se tenga voluntad y se dé la oportunidad todo 
es posible. 
	 Con todo, no se debe pasar por alto que hay procesos cuya dinámica no sólo 
son asunto de oportunidad y de voluntad, sino de su propio tiempo. Los tiempos 
económicos, sociales, medioambientales del país, ¿son propicios para los cambios 
en la línea apuntada arriba? ¿O es acaso demasiado tarde?  Si fuera verdad esto 
último, la sociedad salvadoreña estaría en un verdadero callejón sin salida. No tiene 
porque serlo —ni tampoco aquí se está sosteniendo eso—.  Pero la pregunta “¿es 
demasiado tarde?” no sólo no debería ser tomada a la ligera, sino que más bien 
debería convertirse en un desencadenante de los cambios que el país requiere con 
urgencia. Y es que, bien vistas las cosas, la única manera de darse cuenta si  hay 
algo que hacer  todavía para reencauzar El Salvador hacia una senda más viable 
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(social, económica y medioambiental) es intentando, en la práctica, realizar los 
(re)ajustes y (re)definiciones más necesarias y apremiantes. 
	 Asimismo, sólo si se asume en serio la probabilidad del “demasiado tarde”, 
seguramente se estará dispuesto a posponer intereses inmediatos (ganancias 
políticas o ganancias económicas) por compromisos de mediano y largo plazo 
en función de la viabilidad de El Salvador como proyecto de convivencia social. 
Y es que, por el lado contrario, mientras se ha supuesto que hay tiempo de so-
bra para atender los problemas nacionales (o que estos problemas no son tan 
graves), las energías y los empeños políticos y empresariales se han orientado 
hacia la obtención de beneficios para el propio grupo, sin prestar atención a otros 
temas, vistos como más lejanos. Así que, desde este punto de vista, sería muy 
bueno que dirigentes políticos y empresariales —al igual que los ciudadanos y 
ciudadanas— se preocuparan por indagar, en la práctica, si todavía es tiempo de 
realizar las reformas económico-sociales que los Acuerdos de Paz plantearon, 
pero que nunca se realizaron como era debido. Esto, aunque los tiempos fueran 
más malos de lo que parecen, generaría esperanzas en El Salvador y liberaría 
las energías suficientes para hacer frente a las peores circunstancias nacionales 
y mundiales.
	 En segundo lugar, tampoco es ocioso preguntarse si es posible para la adminis-
tración de Elías Antonio Saca encarar con la seriedad debida los graves desafíos 
que tiene planteados el país en estos momentos. De nuevo, no se trata sólo de 
buena voluntad o de que se crea que ahora sí —en el contexto de la actual cri-
sis—  se tiene la oportunidad para impulsar reformas socio-económicas que antes 
se pospusieron. El tiempo con el que cuenta el gobierno de Saca es importante; y 
este es corto: un año calendario a partir del próximo 1 de junio. Y eso, asumiendo 
que el presidente de la República y su equipo de gobierno dedicarán todas sus 
energías a intentar resolver los problemas del país. 
	 ¿Hay tiempo suficiente para diseñar y ejecutar las medidas correspondientes 
a un cambio de rumbo en la marcha de El Salvador? ¿O acaso sólo hay tiempo 
para impulsar algunos paliativos, que dejarán irresueltos los problemas de fondo? 
¿Se pueden revertir las inercias de cuatro años en la forma de conducir el Eje-
cutivo —inercias que incluso vienen de gestiones anteriores—, de forma que la 
creatividad y la audacia se abran paso en las decisiones que urge tomar? ¿Estará 
el partido ARENA —con toda y las fricciones que marcaron la nominación de su 
candidato a la presidencia— dispuesto a respaldar de forma incondicional las 
decisiones del presidente Saca, si él se propusiera intentar un cambio de rumbo 
estratégico? Los empresarios más poderosos, ¿querrán subordinar sus intereses 
particulares a un esfuerzo de carácter nacional?
	 Como se ve, no sólo son demasiadas preguntas, sino que su respuesta no es 
fácil. Siendo realistas, no cabe esperar para ellas una respuesta positiva. Y es que 
todo parece indicar que, independientemente de los tiempos del país, los tiempos 
de ARENA en el Ejecutivo se han agotado.
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Barack Obama ¿presidente?
Por Silvia Gutiérrez

	 Las elecciones primarias de 2008 en Estados 
Unidos serán recordadas como aquellas que 
marcaron algunos momentos importantes en la 
participación política de ese país, principalmen-
te del lado de los demócratas. Una senadora 
(ex primera dama) y un senador afro america-
no se disputan —desde enero— la candidatura 
presidencial por ese partido, sin que hasta el 
momento se haya definido por completo a un 
ganador. Sin embargo, el que más cerca está 
de conseguir los 2,026 delegados necesarios 
para convertirse en el candidato es el senador 
de Illinois, Barack Obama.
	 Con tres elecciones primarias pendientes, 
el senador de Illinois está a 70 delegados 
de alcanzar la nominación demócrata. No 
obstante, aún quedan dos temas pendientes 
por resolver: el apoyo de los súper delegados 
—aquellos personajes demócratas cuyo voto 
no está restringido— y el conteo de votos en 
Florida y Michigan —estos estados fueron 
sancionados por adelantar las primarias y no 
respetar las normas de las elecciones, con los 
cuales cuenta Hillary Clinton, senadora por 
Nueva York. Clinton habla de superar la dife-
rencia de 158 delegados que le divide de Oba-
ma con esos votos—. Los estadounidenses 
deben de comenzar a considerar seriamente 
la posibilidad de que Obama se convierta en 
el futuro presidente de su nación, más allá 
del fenómeno que ha generado desde sus 11 
victorias consecutivas sobre su rival.  
	 Las líneas políticas de Obama abarcan 
todo el espectro político y social, sin embargo, 
durante este análisis se intentará escudriñar 
brevemente cuatro de estos: la guerra en Irak, 
la política de salud y educación, y su visión 
acerca del fenómeno migratorio. Originario de 
Hawaii, con ascendencia africana, el senador 
de Illinois está seguro de que lo que los esta-
dounidenses necesitan es un cambio.  

Los votantes de Obama
	 A pesar de que el senador de Illinois tiene 
un buen número de simpatizantes demócra-
tas de su lado —entre los que están grupos 
influyentes como la cúpula del clan Kennedy 

y ex candidatos a la presidencia— no quiere 
decir que no existan grupos poblacionales por 
los cuales deberá de trabajar para conseguir 
su voto si es electo candidato. Obama deberá 
de convencer a la clase blanca, trabajadora-
rural y una parte de los latinos —que en 
su mayoría apoya a Clinton— de que estos 
también pueden verse representados en su 
figura. Otros sectores difíciles lo conforman los 
jubilados y los judíos. Estos últimos debido a 
que, en la mayoría de los casos, se ven iden-
tificados con su rival. En todo caso, el senador 
afro americano deberá de convencer a estos 
grupos para que le den su apoyo y acudan en 
noviembre próximo a las urnas. 
	 Los problemas que Obama tiene con los vo-
tantes no se reducen sólo a sectores, sino que 
trascienden hasta estados enteros. Así, análi-
sis tempraneros sugieren que si llegara a ser 
candidato a la presidencia deberá de trabajar 
arduamente por conseguir votos en estados 
como Carolina del Norte, Ohio, Pennsylvania 
y West Virginia; mientras que necesitará un 
doble esfuerzo por ganar simpatías y rédi-
tos electorales en estados pro republicanos 
como Kentucky e Indiana. Así, en encuestas 
recientes se ha revelado que si se enfrentara 
Obama con el candidato republicano John 
McCain, el primero sólo atrae al 65% de los 
demócratas; mientras que el segundo, al 77% 
de los suyos. 
	 Es así como comienza a configurarse el 
espectro electoral para el senador de Illinois 
si llegara a ser el candidato demócrata. En los 
próximos días, se disputarán los últimos 110 
delegados demócratas en las primarias de 
Puerto Rico, Montana y Dakota del Sur. Hay 
algunos que consideran que en los próximos 
días se definirá la suerte del nominado o no-
minada por los demócratas; sin embargo, los 
principales contendientes de estos —Clinton y 
Obama— han comenzado a hacer sus propias 
cuentas para convencer a su partido de que 
deben ser elegidos, en caso de que el elegido 
no se defina antes del 3 de junio, último día 
de las primarias demócratas, y deban acudir 
en busca de los súper por apoyo. 
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	 Haciendo ver su posición dominante en los 
delegados electos, Obama ya habla como 
candidato demócrata, atacando a McCain, las 
políticas de su partido y al presidente Bush 
en cada discurso y oportunidad que se le pre-
senta y poner en evidencia los grandes fallos 
que ha tenido, comenzando por la situación 
de las tropas norteamericanas en Irak. En ese 
sentido, hay quienes piensan que el senador 
afro americano es el sueño materializado que 
tuvo Martin Luther King, líder del movimiento 
por los derechos civiles en su época. 

Cuatro políticas fundamentales  
	 La plataforma política de la candidatura 
presidencial de Barack Obama es amplia, 
en ella anuncia mejoras que van desde los 
veteranos de guerra hasta el acceso a la 
tecnología y el medio ambiente. Sin embargo, 
nos concentraremos en cuatro aspectos de 
todo este abanico. En primer lugar, el sena-
dor de Illinois propone un plan para finalizar 
la guerra en Irak en un plazo de 16 meses 
—aunque ha llegado a anunciar que serían 
11—. En ese período, retirará las fuerzas 
estadounidenses si llegara a asumir el poder. 
Esta sería una acertada decisión de Obama, 
aunque deberá de ser cauteloso al momento 
de retirar las tropas, puesto que este se ha 
convertido en los últimos años en un tema 
sensible para los norteamericanos, cuyo nivel 
de aceptación para esta causa ha disminuido 
considerablemente. 
	 Otro aspecto clave con el que se deberá de 
enfrentar el posible candidato demócrata son 
las fallas del sistema público escolar. Las es-
tadísticas revelan serias deficiencias en am-
plios sectores de estudiantes, principalmente 
en la lectura y en conocimientos básicos de 
la enseñanza formal. Al respecto, diferentes 
reformas han sido impulsadas por el gobierno 
de Bush, entre ellas una que obliga a los es-
tudiantes a aprender, en lugar de motivarlos. 
No sólo se necesita más dinero para este 
rubro, sino que se necesita una reforma in-
tegral que acompañe a la calidad académica 
con la infraestructura y los servicios básicos 
que deben de existir en una escuela. En ese 
sentido, hacen falta leyes y proyectos que 
superen a los actuales lineamientos y que 
brinden mayores recursos. 
	 Un tercer elemento clave en el posible go-
bierno de Obama sería la reforma integral-es-

tructural del servicio nacional de salud de Es-
tados Unidos, una de las naciones más ricas 
del mundo con uno de los peores sistemas de 
salud que alberga a más de 47 millones de 
estadounidenses sin seguro médico. La idea 
del senador es fomentar la existencia de una 
buena cobertura médica que sea económica-
mente accesible, puesto que las cuentas por 
gastos médicos entre los estadounidenses son 
excesivos y una de las principales causas de 
endeudamiento. Los trabajadores que ganan 
salarios mínimos no tienen la capacidad eco-
nómica de costearse medicamentos de más 
de $200 el frasco o costosas cirugías, aunque 
estas sean necesarias para ellos. 
	 Un cuarto elemento, pero no por ello me-
nos importante —principalmente para los y 
las salvadoreñas— es el aspecto migratorio. 
Luego del fracaso en el Senado de la reforma 
migratoria impulsada por Bush, Obama habla 
de una amplia reforma migratoria, de mejorar 
el sistema de inmigración que no se limite a 
medidas más drásticas para los indocumen-
tados. En ese sentido, para que una reforma 
migratoria prospere se necesita de un acuer-
do común entre los miembros del Senado 
y que el proyecto que se impulse para los 
migrantes ofrezca una solución real para los 
más de 12 millones de indocumentados que 
habitan Estados Unidos. 
	 Estos cuatro aspectos ejemplifican los 
grandes retos a los cuales se enfrentaría el 
senador si resultara candidato. Demás está 
decir que estos no son los problemas más 
urgentes de la sociedad norteamericana, 
pero se consideran algunos de los más im-
portantes, los cuales se han discutido durante 
muchos años. 
	 En conclusión, si los demócratas se de-
ciden por Barack Obama como candidato a 
presidente y este ganara las elecciones en 
noviembre, se marcaría un hito en la historia 
norteamericana con el primer presidente afro 
americano. Pero más allá de eso y de cum-
plir sus promesas electorales, tendrá como 
misión levantar una sociedad golpeada por 
la economía y que tiene grandes vacíos en 
rubros tan importantes como la educación 
y la salud. No obstante, antes de ver hacia 
la Casa Blanca, debe de ser elegido. Ello 
dependerá de la decisión del electorado en 
las próximas primarias y de los votos que los 
súper delegados depositen en él.  
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Más allá de las cifras
Rommel Rodríguez

	 Los resultados del V Censo de Población 
y VI de Vivienda han dado mucho de qué 
hablar en torno a la situación económica y 
social del país. A manera de ejemplo, en los 
diferentes medios de comunicación se habla 
sobre el aumento del PIB per cápita, el alza 
en la tasa de homicidios y las incongruencias 
entre la población registrada en el referido 
censo y el padrón electoral. A esto se aña-
den las interpretaciones interesadas —de 
las cifras— que buscan destacar aquellos 
aspectos que abonan al discurso de un par-
tido político en particular. Entre las diversas 
opiniones en torno a los resultados, falta 
aquella que haga un esfuerzo por concate-
nar, en una forma medianamente aceptable, 
los datos y la situación nacional en sus diver-
sos planos: económica, política y social.

El aumento del PIB per cápita
	 Uno de los hallazgos más importantes del 
V Censo de Población es el número de habi-
tantes que hay en el país: 5.7 millones. Este 
dato difiere bastante del proporcionado por 
la Proyección de la Población de El Salvador 
1995-2025 efectuada por la Dirección Gene-
ral de Estadísticas y Censos (DIGESTYC), 
que fijo el número de habitantes, en 2007, 
en 7.1 millones. Esta cifra es resultado de 
las proyecciones efectuadas a partir de los 
datos del censo de 1992. La diferencia en 
el número de habitantes podría obedecer, 
entre otros aspectos, al aumento de la emi-
gración en los últimos años y el alza en la 
tasa de homicidios; ambos factores podrían 
haber alterado considerablemente la tasa de 
crecimiento poblacional real en la medida 
que esta se aleja de la tasa de crecimiento 
poblacional calculada por la DIGESTYC.
	 En el ámbito económico, uno de los indi-
cadores de bienestar más comúnmente uti-
lizado es el PIB per cápita, que proviene de 
dividir la producción total entre el número de 

habitantes de un país. Para que se registren 
mejoras en el bienestar de la población, se 
espera que la tasa de crecimiento anual del 
PIB supere la tasa de crecimiento poblacio-
nal anual, pues ello indicaría que existe una 
mayor cantidad de riqueza disponible por 
persona en un país o región determinada. A 
partir de esto, se puede decir que el PIB per 
cápita ha aumentado en base a los datos del 
último censo, ya que al registrarse un menor 
número de personas, la riqueza nacional se 
distribuye en una cantidad menor de habitan-
tes.
	 En detalle, según los datos del Banco 
Central de Reserva y los proporcionados por 
la Proyección de la Población de El Salvador 
1995-2025 de DIGESTYC, el PIB per cápita 
de 2007 fue de 2,867 dólares. Esta cifra está 
muy por debajo del PIB per cápita a partir de 
los resultados del último censo de población: 
3,546.7 dólares. Este nuevo resultado ha 
sido utilizado por funcionarios gubernamen-
tales y personas afines al partido oficial para 
destacar, sin efectuar mayores consideracio-
nes, que las condiciones de bienestar para 
la población son mejores que las de años 
atrás. Y que el aumento del nivel de riqueza 
por persona indica una mejoría sustancial 
en la calidad de vida de los salvadoreños y 
salvadoreñas.
	 En este marco, conviene tener presente la 
opinión del prestigioso economista Joseph 
Stiglitz: “el PIB no mide adecuadamente los 
cambios que afectan el bienestar, ni permite 
comparar correctamente el bienestar en los 
diferentes países”. En otras palabras, y apli-
cado en  forma muy particular a El Salvador, 
no conviene hacer tanta pompa sobre el 
resultado de este indicador, cuando la rea-
lidad muestra que existe un deterioro en la 
situación económica del país.
	 Además, en términos del funcionamiento 
de la economía, el PIB per cápita dice muy 
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poco sobre el nivel de concentración del 
ingreso nacional. Si según dicho indicador, 
3,546.7 de dólares le corresponden a cada 
habitante del país; lo cierto es que la mayor 
parte de las familias salvadoreñas no llegan 
a reportar esos ingresos ni siquiera en el 
periodo de un año, pues esto supondría 
ingresos mensuales cercanos a los 290 
dólares. Lo cierto es que la pobreza afecta a 
cerca de dos millones de personas, tal como 
lo destaca el Programa Mundial de Alimentos 
en El Salvador.	
	 Pero eso no es todo, el análisis tradicional 
olvida que gran parte de los recursos que 
entran al país para financiar el consumo se 
debe al mayor flujo de remesas que contri-
buyen en cerca del 20% a la conformación 
del PIB. Desde la perspectiva economicista, 
el PIB puede haber aumentado y el nivel de 
consumo también, dando pie a pensar de 
que el nivel de vida es mejor. Sin embargo, 
la migración de salvadoreños y salvadoreñas 
en busca de mejores oportunidades tiene 
como contrapartida la entrada de recursos 
que no son resultado de la producción local. 
En otras palabras, no se deben al aumento 
de la riqueza nacional, razón por la cual no 
es adecuado relacionar en forma automática 
el PIB per cápita con el nivel de bienestar, 
especialmente en el caso salvadoreño don-
de la conformación del mismo depende en 
buena medida del consumo financiado con 
recursos del exterior.

¿Avances sociales?
	 Otro de los aspectos que gustan destacar 
los funcionarios del Ejecutivo y personas 
afines al partido oficial son los avances en 
algunos indicadores sociales, como por 
ejemplo la calidad de las viviendas en el 
país. A diferencia del censo efectuado en 
1992, el reciente estima una mayor parte 
de hogares con piso de cemento, paredes 
de ladrillo y techo de asbesto. Si bien esto 
es cierto, se olvida destacar que los avan-
ces en la calidad de las edificaciones son 

también resultado de los recursos que emi-
grantes envían para la modificación de las 
viviendas. Es más, muchos salvadoreños 
llegan a tener casa propia sólo después 
de haber obtenido los recursos suficientes 
trabajando en EEUU u otro país. Estos com-
pran casas de mejor calidad mediante sus 
padres, hermanos o amigos, sin que ello 
muestre directamente que la calidad de la 
vivienda sea resultado del mejor desempe-
ño de la economía nacional.
	 En este contexto, otro aspecto interesante 
es la interpretación de los resultados del cen-
so por parte de las entidades de cooperación 
internacional. En base al PIB per cápita y 
otros indicadores, la comunidad internacio-
nal estima, en términos generales, que El 
Salvador tiene capacidad para impulsar me-
diante sus propios recursos la lucha contra 
la pobreza y la exclusión social. No obstante, 
lo irónico es que, en los últimos años, el país 
ha mantenido serias dificultades para finan-
ciar el gasto social. Mientras los indicadores 
sociales muestran a la comunidad internacio-
nal avances para el país, la realidad es que 
existe en la sociedad salvadoreña un mayor 
cúmulo de demandas para efectuar cambios 
importantes en el nivel de bienestar de los 
salvadoreños y salvadoreñas.
	 Para que haya cambios profundos en ma-
teria económica y social es pertinente que 
el gobierno ataque en forma sistemática la 
concentración del ingreso, de tal forma que 
el PIB per cápita puede ser un indicador 
que expresé más cercanamente el nivel de 
ingreso en el país. De igual forma, para que 
los censos reporten verdaderos avances en 
materia social es preciso que el gobierno fi-
nancie el gasto de la lucha contra la pobreza 
y la exclusión a través de recursos propios. 
En medio de todo ello, lo más conveniente 
es la reactivación de la economía para que 
haya más y mejores empleos que proporcio-
nen los ingresos suficientes para mejoras 
sustanciales en el nivel de vida de todos los 
salvadoreños y salvadoreñas.
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La administración pública salvadoreña
C. Marchelly Funes

	 Para evaluar si la administración públi-
ca salvadoreña es eficiente y eficaz es 
necesario tener claro los criterios que se 
van a utilizar para evaluar el quehacer gu-
bernamental. Hay que distinguir si existen 
responsabilidades compartidas entre los 
ciudadanos, los partidos políticos y los fun-
cionarios públicos que ejecutan programas 
y proyectos de gobierno. En este sentido, se 
vuelve necesaria y prioritaria una evaluación 
del desempeño de los funcionarios públicos 
que tienen relación directa con los benefi-
ciarios —la población— del sistema, no con 
la intención de acusarlos de “culpables” sino 
la de presentar una valoración adecuada del 
quehacer público. 
	 En un primer momento, hablar de funcio-
narios públicos significa hablar de aquellas 
personas que desempeñan funciones en un 
organismo del Estado. Éstas se desempeñan 
en el Gobierno Central, la Asamblea Legisla-
tiva, tribunales de Justicia y la administración 
pública en general.
	 En la actualidad, muchas instituciones 
estatales han perdido la confianza de los 
ciudadanos, y esto porque prima en los 
funcionarios públicos y autoridades guber-
namentales la ineficiencia, el compadrazgo 
político y la falta de transparencia en los 
mecanismos de rendición de cuentas. En 
otras palabras, los resultados que presentan 
las casas encuestadoras sobre el desempe-
ño de la administración pública revelan una 
clara insatisfacción en la gente de cara a los 
funcionarios. En este sentido, si la insatisfac-
ción ciudadana fuera uno de los indicadores 
para evaluar la gestión de gobierno actual, 
esta se vería gravemente afectada de no ser 
por las campañas publicitarias encaminadas 

a promocionar el quehacer público como 
sinónimo de respuesta a las principales 
demandas de los salvadoreños y las salva-
doreñas. 
	 En base a esa percepción ciudadana, 
cabe decir que el sistema público está lejos 
de funcionar en forma eficaz y eficiente. En 
primera instancia, porque no existen los 
mecanismos adecuados —transparentes y 
descentralizados— que permitan fiscalizar a 
el funcionamiento de las entidades estatales. 
En segundo lugar, no existen mecanismos de 
contraloría que permitan verificar los estados 
financieros del aparato público.
	 Finalmente, falta una Ley General de 
Procedimientos Administrativos que haga 
homogéneas las normas de control al interior 
de las instituciones públicas. Este recurso 
básico de contraloría que existe en otros 
países hace más de cincuenta años, todavía 
es una ilusión en El Salvador. Si los aspectos 
mencionados anteriormente fueran criterios 
para evaluar el quehacer gubernamental, 
ciertamente, los salvadoreños y salvadore-
ñas tendrían en sus manos los recursos su-
ficientes para destituir a los funcionarios que 
no cumplan adecuadamente con su trabajo.
	 Los sistemas actuales de control podrían 
modernizarse y ser mucho más eficientes 
y eficaces, incorporando tecnologías y re-
ingenierías de procesos; pero eso, aunque 
bueno, no sería suficiente sin la participación 
ciudadana. Es hacia eso que deben apuntar 
quienes trabajan en la administración esta-
tal. La razón del Estado debería ser el bien 
común de los habitantes del país. En este 
contexto, se entiende la importancia de eva-
luar el funcionamiento de la administración 
pública, pues todo el aparato estatal debe 
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estar en función del bienestar de todos los 
salvadoreños y salvadoreñas.
	 En un segundo momento, es necesario 
definir lo que es la administración pública, 
para ir identificando el medio en que se 
desenvuelven los gobernantes y funcionarios 
públicos. Aunque la administración pública es 
un campo complejo, hay que considerar cier-
tos aspectos para comprender a cabalidad la 
función gubernamental.
	 Por administración pública se entiende, ge-
neralmente, a la organización integrada por 
un grupo de profesionales —empleados— 
dotados de medios económicos y materiales 
públicos con los que se ponen en práctica 
las decisiones gubernamentales para alcan-
zar los objetivos de una nación. Otra forma 
de entender la administración pública es por 
su función: ser el enlace entre la ciudadanía 
y el poder político. No obstante, no sólo 
existe administración pública en el poder Eje-
cutivo, sino en el resto de instituciones que 
conforman el Estado —Asamblea Legislativa, 
órgano judicial, ministerio público, etc.—. 
	 Sin embargo, el concepto de administra-
ción pública puede ser entendido también 
desde un punto de vista formal, como la 
entidad que administra, o sea, al organismo 
público que ha recibido del poder político la 
competencia y los medios necesarios para 
la satisfacer las principales demandas y 
necesidades de los salvadoreños y salvado-
reñas. También se puede entender como la 
disciplina encargada del manejo científico de 
los recursos y de la dirección del trabajo hu-
mano enfocada a la satisfacción del interés 
público, entendiendo este último como las 
expectativas de la colectividad.
	 Han pasado 19 años en los que ARENA 
ha gobernado El Salvador desde el Ejecutivo. 
Hubo tiempo suficiente para que la gestión 
de Saca rindiera cuentas del manejo de los 
recursos del Estado; sin embargo, ni la ac-

tual gestión ni las tres anteriores han rendido 
informes financieros en los que se detallen, 
por ejemplo, los gastos en publicidad guber-
namental; las inversiones en programas de 
desarrollo humano; lo invertido en programas 
ejecutados en distintas esferas;  y el estado 
actual de la deuda pública. En otras palabras, 
la administración pública de los gobiernos de 
ARENA carece de transparencia. Ni Elías 
Antonio Saca ni sus antecesores han tenido 
la voluntad de rendir cuentas a la población 
que les entregó las riendas del país. Todo 
lo contrario, han pasado casi dos décadas 
en las que los salvadoreños y salvadoreñas 
han sido “informados” de la gestión pública 
a través de la propaganda mediática, la cual 
ha sido vendida como sinónimo de transpa-
rencia en el manejo de recursos públicos. Y 
cuando algunos medios de comunicación 
han intentado cuestionar el gasto en publici-
dad del Gobierno Central, ha resultado que 
la información o la persona encargada de 
brindarla no se encuentran disponibles. En 
este marco, sin duda, no se puede hablar de 
transparencia.
	 Por último, en el país existen instituciones, 
como la Corte de Cuentas, el Ministerio de 
Hacienda y la Fiscalía General de la Repúbli-
ca,  encargadas de controlar el uso y manejo 
de los recursos públicos, sancionar prácticas 
corruptas o de proporcionar mecanismos 
para prevenirlas. No obstante, en el caso 
concreto de la Corte de Cuentas, ésta sólo 
audita cuando las instituciones o funcionarios 
se encuentran en la mira pública, es decir, 
no se investiga de forma sistemática el ori-
gen de los recursos y su administración. En 
síntesis, la administración pública salvadore-
ña iniciará su camino hacia la transparencia 
cuando se establezcan normativas claras 
para los funcionarios y cuando se incluya la 
equidad y la justicia como criterios inaliena-
bles del quehacer público. 
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Los salvadoreños evalúan el cuarto año 
de gobierno de Antonio Saca y opinan 

sobre la coyuntura política electoral

	 Al cumplirse el cuarto año de gobierno, 
los salvadoreños y salvadoreñas calificaron 
con una nota promedio de 5.47, sobre una 
escala de 0 a 10, el desempeño del gobier-
no de Antonio Saca, según revela la más 
reciente encuesta del Instituto Universitario 
de Opinión Pública (IUDOP), de la Universi-
dad Centroamericana “José Simeón Cañas” 
(UCA) de El Salvador. El sondeo, realizado 
entre otros propósitos con el objeto de cono-
cer las opiniones de la gente sobre el trabajo 
de la administración Saca luego de su cuarto 
año de gobierno, se llevó a cabo entre el 3 
y el 12 de mayo del año en curso con una 
muestra de 1,258 personas adultas y con 
un error muestral de más o menos 2.8 por 
ciento.
	 Una comparación de las notas obtenidas 
por este gobierno en anteriores sondeos 
de evaluación, muestra que la calificación 
ciudadana del trabajo gubernamental se ha 
reducido de manera sostenida. De hecho, la 
nota obtenida en este cuarto año de gestión 
es la más baja otorgada al actual gobierno 
desde que tomó posesión en 2004. A su 
vez, al ser consultados sobre la valoración 
general de la gestión presidencial, la tercera 
parte (34.7 por ciento) de la gente opina que 
es mala o muy mala, frente al 45.3 por ciento 
que la califica de buena o muy buena. Una 
quinta parte de la ciudadanía valora la ges-
tión del Presidente Saca como regular (19.9 
por ciento).

Los logros y los fracasos
	 Consultados sobre los logros o aspectos 
positivos de la gestión, el 36.4 por ciento no 
identifica logro alguno en la administración 
Saca en su cuarto año de gestión. Al igual 

que en sondeos anteriores, el aspecto que 
aparece mejor evaluado, es la infraestructura 
vial, que obtiene el 16.9 por ciento de las 
opiniones, seguido de FOSALUD que reúne 
el 10.2 por ciento de las respuestas. El resto 
de aspectos señalados obtienen porcentajes 
menores (ayuda al pueblo, el combate a la 
delincuencia, etc.).
	 Respecto a los principales fracasos de la 
gestión de gobierno, el 29.9 por ciento de 
la población señala la situación económica. 
Otras fallas señaladas son el no combate 
a la delincuencia (8.9 por ciento), la dolari-
zación (8.8 por ciento) y el desempleo (7.0 
por ciento). Un análisis del tipo de fracasos 
identificados revela que son mayoritariamen-
te de carácter económico. Al agrupar las 
respuestas que aluden a la economía, éstas 
representan la mitad de las opiniones.

La economía
	 La situación económica es el área de 
la gestión gubernamental que obtiene las 
valoraciones más críticas. Más del 80 por 
ciento de la gente piensa que la situación 
económica ha empeorado con el actual 
gobierno. En perspectiva comparada, los 
datos revelan un aumento de las opiniones 
desfavorables respecto a las obtenidas en la 
misma pregunta hace un año. Un porcentaje 
similar (83.0 por ciento) identifica la econo-
mía o aspectos asociados a la misma como 
el desempleo y el alto costo de la vida como 
el principal problema del país, a diferencia 
de las tendencias mostradas durante la eva-
luación del tercer año de gobierno, en la que 
la gente estaba prestando más atención al 
tema de seguridad. En coherencia con estos 
resultados, al preguntar sobre la principal 
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tarea que deberá enfrentar el gobierno en 
su último año de gestión, el 62.6 por ciento 
alude a aspectos relacionados con la mejora 
de la economía, la lucha contra la pobreza y 
la creación de fuentes de empleo.
	 Consultados sobre la efectividad de apues-
tas gubernamentales para el combate a la 
pobreza y la mejora en la economía familiar 
como Red Solidaria y Alianza por la familia, 
la población no opina de forma unánime. En 
el caso de Red Solidaria, el 57.9 de la gente 
piensa que no ha ayudado a combatir la 
pobreza, frente al 26.4 por ciento que opina 
que sí está contribuyendo. Un 13.8 por ciento 
considera que esta medida está ayudando 
en parte y el 1.8 se abstuvo de responder. 
De manera similar, un poco más de la mitad 
de la población (55.9 por ciento) considera 
que Alianza por la familia está ayudando 
nada o poco a mejorar la economía familiar, 
mientras que el 44.2 por ciento que piensa 
que este programa ayudará algo o mucho a 
mejorar la economía de las familias salva-
doreñas. Cerca del 2.0 por ciento no emitió 
respuesta.
	 Para indagar directamente entre la po-
blación, el impacto que el encarecimiento 
del costo de la vida podría estar teniendo 
en la economía familiar, se preguntó a las 
personas sobre algunas estrategias que han 
adoptado para enfrentar tal situación. Al res-
pecto, el 70.4 por ciento de la gente declaró 
que ha reducido la cantidad de dinero para 
la compra de alimentos; el 80.2 por ciento 
indicó que ha modificado su dieta familiar; 
el 87.1 por ciento opinó que ha reducido la 
frecuencia de los paseos familiares; el 65.9 
por ciento dijo que ha reducido el uso de 
transporte público o de su vehículo; el 64.7 
por ciento señaló que ha dejado de comprar 
medicamentos necesarios para algún miem-
bro de la familia; el 56.9 por ciento confesó 
que ha tenido que trabajar más horas, el 
44.1 por ciento dijo que ha tenido que ad-
quirir nuevas deudas y el 20.4 por ciento de-
claró que están haciendo menos tiempos de 
comida al día. Estos resultados evidencian 

los efectos que la actual crisis económica 
está teniendo en la calidad de vida de las 
familias salvadoreñas.

La delincuencia
	 El tema delincuencial ya no acapara tanto 
la atención en las preocupaciones ciudada-
nas, respecto a lo registrado en la evaluación 
de los dos últimos años del ejecutivo. Sin 
embargo, el 44.0 por ciento de salvadore-
ños y salvadoreñas opina que la situación 
delincuencial ha aumentado con el actual 
gobierno, mientras que el 39.0 por ciento 
considera que ha disminuido. Un 16.9 por 
ciento cree que sigue igual. A su vez, cerca 
de la quinta parte de la población (18.4 por 
ciento) declaró haber sido víctima de un he-
cho delincuencial en forma directa en lo que 
va del año. Aunque en términos porcentua-
les, se consigna una leve baja en los índices 
de victimización respecto a lo reportado 
hace un año, no deja de ser alarmante que 
al tomar como base los datos de población, 
se estime que un poco más de un millón de 
personas han sido afectadas directamente 
por un hecho delincuencial en lo que va del 
primer semestre del año.

Las promesas del presidente
	 La encuesta consultó sobre el cumplimien-
to de las promesas por parte del presidente. 
Para un poco más de la mitad de la gente 
(51.9 por ciento), el actual gobierno no está 
cumpliendo con sus promesas de campaña, 
mientras que el 22.9 por ciento considera 
que las está cumpliendo. Un 25.2 por ciento 
considera que sólo está cumpliendo con al-
gunas. Al preguntar en forma específica a la 
gente por el cumplimiento de las principales 
promesas gubernamentales, se advierte un 
balance desfavorable. Consultados sobre 
el cumplimiento de la promesa de generar 
empleo, cerca de la tercera parte de la gente 
(62.7 por ciento) opina que no se está cum-
pliendo, mientras el 23.5 por ciento piensa 
que se está cumpliendo. Un 62.4 por ciento 
opina que la promesa de combatir la pobreza 
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no ha sido cumplida, en tanto que el 23.3 por 
ciento considera que sí lo ha sido. Un poco 
más de la mitad (54.1 por ciento) piensa que 
el presidente no ha cumplido la promesa 
de velar por las madres solteras, mientras 
que el 31.5 por ciento considera que sí la 
ha cumplido. De igual manera, la mitad de 
la población (51.6 por ciento) opina que no 
ha cumplido su promesa de ser concertador 
y abierto con la oposición, frente a un 35.7 
por ciento que cree que sí lo ha sido. En el 
tema de seguridad, el 43.8 por ciento de la 
gente considera que la promesa de combatir 
la delincuencia no ha sido cumplida, frente 
al 40.2 por ciento que cree que sí lo ha sido. 
Al consultar sobre la promesa de impulsar el 
desarrollo del sistema de salud pública, un 
poco más de la mitad considera que ha sido 
cumplida, mientras que el 36.0 por ciento 
piensa lo contrario. Como puede verse, des-
de la perspectiva de la gente, hay un saldo 
negativo en el cumplimiento de buena parte 
de las promesas presidenciales, a excepción 
del mejoramiento del sistema de salud que 
resultó ser el aspecto mejor evaluado.

La evaluación de los ministerios
	 Como es habitual, en el sondeo se pidió a 
la ciudadanía que evaluara el trabajo de las 
distintas carteras del Ejecutivo, entre las que 
se incluyó la Secretaría de la Juventud y el 
Viceministerio de Transporte, utilizando una 
escala de 0 al 10. Los resultados muestran 
que el ministerio mejor evaluado es el de 
Educación con una calificación de 7.27, se-
guido del Ministerio de Turismo con una nota 
de 6.57, Salud Pública que obtuvo 6.49 y 
Obras Públicas con 6.06. El resto de carteras 
de estado reciben calificaciones inferiores a 
6.0. Sin embargo al comparar estas notas 
con la asignada al presidente, dos terceras 
partes de los ministerios obtienen una nota 
superior a la obtenida por Saca. En el extre-
mo de los peor evaluados se encuentran el 
Ministerio de Trabajo con una nota de 4.96, 
el Viceministerio de Transporte con una cali-

ficación de 4.72 y el Ministerio de Economía 
con un 4.62. Una comparación de estas 
calificaciones con las asignadas en años 
anteriores muestra que en términos genera-
les, la mayoría de carteras del Ejecutivo, han 
reducido su nota, a excepción de Educación, 
Salud Pública, Obras Públicas y Seguridad 
y Justicia, que han experimentado una leve 
mejoría. Es destacable el caso del Ministerio 
de Educación que en los últimos cuatro años 
se ha mantenido como el mejor evaluado.

La evaluación política
	 El sondeo también exploró las opiniones 
ciudadanas sobre las precandidaturas pre-
sidenciales, la capacidad de los partidos 
políticos para resolver los grandes problemas 
del país, la confianza ciudadana en el pro-
ceso electoral y la intención de voto, entre 
otros aspectos. En relación a los partidos 
políticos se preguntó directamente a la gente 
por el partido que consideran más capaz de 
luchar contra la corrupción, crear fuentes 
de empleo, controlar el alza de la canasta 
básica, bajar el costo de los servicios bási-
cos, luchar contra la delincuencia y combatir 
la pobreza. En cuanto al partido más capaz 
de luchar contra la corrupción, el 38.2 por 
ciento señaló al FMLN, mientras que el 29 
por ciento a ARENA; el 21.7 por ciento in-
dicó que ninguno. En torno a la creación de 
fuentes de empleo, el 40.6 por ciento señala 
al FMLN como el más capacitado, el 32.3 
por ciento opina que es ARENA y el 15.7 
por ciento asegura que ninguno. En cuanto 
al partido más capaz para detener el alza 
de los precios de la canasta básica, el 46.8 
por ciento opina que es el FMLN mientras 
que el 22.6 por ciento identifica a ARENA. 
Una quinta parte de la población considera 
que ningún partido tiene capacidad para 
resolver ese problema. En relación al partido 
más capaz de bajar el costo de los servicios 
básicos, nuevamente cerca de la mitad de 
la gente (45.7 por ciento) se inclina por el 
FMLN, mientras que el 28.0 por ciento cree 
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que es ARENA. Una quinta parte (18.2 por 
ciento) opina que ningún partido.
	 En el tema de la lucha contra la delincuen-
cia, las opiniones se muestran divididas. El 
38.7 por ciento valora al FMLN como el más 
capaz para enfrentar este flagelo, mientras 
que el 37.0 por ciento opina que es ARE-
NA; el 17.1 por ciento señala que ninguno. 
En lo referido a la lucha contra la pobreza, 
cerca de la mitad (47.0 por ciento) atribuye 
una mayor capacidad al FMLN y una cuarta 
parte (24.8 por ciento) a ARENA. Una quinta 
parte (19.7 por ciento) indica que ningún 
partido es el más capaz de combatir la po-
breza.
	 Por otra parte, se preguntó a la gente su 
grado de acuerdo sobre la continuidad de 
ARENA en el poder, frente a lo cual casi dos 
terceras partes (62.7 por ciento) considera 
que ARENA no debe gobernar más, mien-
tras que el 33.1 por ciento opina que debe 
seguir gobernando. Un porcentaje inferior al 
5 por ciento no se posicionó frente a esta 
pregunta. A su vez, se exploró las opiniones 
ciudadanas sobre la capacidad del FMLN 
para gobernar el país, ante lo cual el 54.4 
por ciento opina que el FMLN está prepara-
do para gobernar, mientras que un 40.8 por 
ciento piensa lo contrario. La encuesta tam-
bién consultó a los salvadoreños y salvado-
reñas, si luego de 20 años en el control del 
ejecutivo, ARENA le ha hecho bien al país o 
le ha hecho mal. Al respecto, cerca de la mi-
tad de la población (49.1 por ciento), asegu-
ra que este partido le ha hecho mal al país, 
frente a una tercera parte (32.6 por ciento) 
que cree que le ha hecho bien. Un 18.4 por 
ciento cree que no le ha hecho ni bien ni mal 
al país. En términos de las precandidaturas 
presidenciales, se exploraron las opiniones 
sobre la nominación de Rodrigo Ávila como 
precandidato a la presidencia por el partido 
ARENA. Al respecto, la encuesta encontró 
que cerca del 60 por ciento salvadoreños 
y salvadoreñas (57.3 por ciento) considera 
que hubiese sido mejor otro candidato, en 

tanto que el 36.4 por ciento opina que el 
partido hizo bien en elegir ese candidato.
	 Se indagó además sobre los aspectos 
que los ciudadanos toman en cuenta al mo-
mento de definir su intención de voto. En el 
caso de la elección presidencial, una tercera 
parte señaló el candidato (34.6 por ciento), 
mientras que el 22.0 por ciento mencionó el 
partido. Una quinta parte (19.0 por ciento), le 
da más prioridad a la propuesta, un 5.5 por 
ciento a la campaña y el 3.9 al resultado de 
las encuestas.
	 Por otra parte, al ser consultados sobre la 
confianza en el próximo evento electoral, el 
68.8 por ciento de la gente expresa poca o 
ninguna confianza en los comicios, mientras 
que una tercera parte (31.1 por ciento) tiene 
alguna o mucha confianza, lo que revela que 
pese a la relevancia de las elecciones, éstas 
no logran captar el interés mayoritario de la 
gente.
	 Al ser consultados sobre la intención de 
voto para los tres tipos de elección, los re-
sultados muestran que persiste una quinta 
parte de la población que se abstiene en 
declarar su intención de voto y cerca de 
un 10 por ciento señaló que no votaría por 
ningún partido. En el ámbito de elecciones 
municipales, el FMLN obtiene el 34.8 por 
ciento de la intención de voto y ARENA el 
25.8 por ciento, mientras que el PCN alcanza 
el 5.3 por ciento y el PDC el 3.4 por ciento. 
En el plano legislativo, el FMLN acapara el 
37.2 por ciento de las intenciones de voto, 
seguido de ARENA con el 24.5 por ciento. El 
PCN se ubica en tercer lugar con el 4.1 por 
ciento de las intenciones de voto. El resto de 
partidos alcanzan juntos el 3.0 por ciento.
	 En el caso de la intención de voto para 
presidente, se incrementa la brecha entre 
los dos partidos mayoritarios. Los resultados 
muestran que el 42.1 por ciento se inclina 
por el FMLN y el 26.1 por ciento hacia ARE-
NA. El resto de partidos no logran el 5.0 por 
ciento de las intenciones de voto presidencial 
a nivel nacional.
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En resumen
	 La encuesta de evaluación del cuarto año 
de gobierno de Antonio Saca revela que la 
valoración general sobre el desempeño del 
gobierno ha empeorado considerablemente 
con relación a los anteriores sondeos de 
evaluación. La tendencia a la erosión de la 
valoración del desempeño gubernamental se 
ha acentuado de forma sostenida a partir del 
segundo año del gobierno, alcanzando las 
calificaciones más desfavorables al cumplirse 
el cuarto año de gestión.
	 El desempeño del gobierno en el tema 
económico es el área donde se concentran 
las opiniones más críticas, expresadas di-
rectamente en la percepción de un empeo-
ramiento de la economía nacional y familiar 
a partir del alza constante en el costo de la 
vida y la escasa regulación gubernamental 
de los precios. Aspectos como el desempleo, 
la situación económica, la dolarización y la 
falta de combate a la pobreza siguen siendo 
señalados como los principales fracasos de 
la cuarta administración de ARENA. A su 
vez, hay un saldo negativo en el balance del 
cumplimiento de promesas. Más de la mitad 
de la población señala que el presidente no 
ha cumplido con sus promesas de campaña, 
y de nuevo, las opiniones más críticas se 
concentran en aquellas que tienen que ver 
con el combate a la pobreza y generar fuen-
tes de empleo, aún y cuando el gobierno ha 
relanzado su discurso de compromiso social, 
con el impulso de programas como Alianza 
por la familia.
	 En el ámbito político, las opiniones ciu-
dadanas favorecen en general al FMLN. 
Un examen de las valoraciones de la gente 
sobre la capacidad de los partidos para en-
frentar los principales desafíos del país, po-
siciona al principal partido de izquierda como 
el más capaz de enfrentar aspectos como la 

lucha contra la pobreza, el costo de la vida y 
la creación de fuentes de empleo. Este esce-
nario devela la posición desventajosa en que 
se encuentra el partido oficial, cuya imagen 
se ve claramente afectada, ante la falta de 
respuesta a los problemas concretos de la 
ciudadanía.
	 En el plano de la intención de voto, los 
datos muestran una ventaja importante del 
FMLN sobre el resto de partidos, que se 
acentúa con mayor fuerza en el caso de 
la elección presidencial. Y es que parece 
que además de que el FMLN ha tenido un 
repunte en relación a los datos de intención 
de voto registrados en anteriores encuestas, 
no se observa un crecimiento de las simpa-
tías partidarias hacia el partido oficial, aún 
cuando ya ha sido definido el candidato para 
la elección presidencial y para algunas alcal-
días. Lo anterior no sólo tiene que ver con 
el perfil del candidato, que no da muestras 
de impulsar en forma robusta el crecimiento 
de las preferencias hacia ARENA, sino con 
el descontento generalizado de la gente 
especialmente en lo relativo al desempeño 
gubernamental en el área de la economía. 
Ante este escenario, a juzgar por anteriores 
experiencias preelectorales en las que el 
partido oficial se encuentra perdiendo te-
rreno, se anticipa un amplio despliegue de 
su maquinaria electoral, tanto en el ámbito 
de la campaña formal como en el plano de 
la campaña sucia. Sin embargo, el avance 
democrático del país exige más que nunca 
una campaña limpia, en el que los diferentes 
contendientes se sometan a la competición 
respectando las reglas del juego democrá-
tico, convenciendo más bien a la población 
con propuestas serias, incluyentes y viables 
que respondan a las necesidades de la po-
blación y contribuya a la gobernabilidad del 
país.

San Salvador, 26 de mayo de 2008.

reporte IUDOP
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Le queda sólo un año
	 Este primer día de junio, el presidente 
Elías Antonio Saca cumplirá cuatro años al 
frente del Órgano Ejecutivo. Eso significa que 
queda poco tiempo, relativamente, para que 
la sociedad salvadoreña siga escuchando las 
grandilocuentes frases diseñadas por quienes 
lo asesoran y que utiliza para publicitar su 
desempeño, en aras de ocultar el progresivo 
reproche ciudadano hacia su gestión. Pero, 
además, le falta  poco a Saca para cumplir lo 
que prometió: que lo mejor estaba por venir. 
Como no se trata de pensar en términos de 
gustos o simpatías sino de realidades, en 
ese período tan corto le será imposible re-
vertir los negativos efectos de sus decisiones 
anteriores; mucho menos podrá generar las 
condiciones de bienestar para la población 
mayoritaria del país. En otras palabras, el 
tiempo transcurrido ha estado marcado por un 
estilo de gobierno mediático pero de dudosos 
resultados en pro de esa gente; también por 
la falta de un enfoque integral para formular 
políticas públicas sobre seguridad ciudadana 
e impulsar medidas tendientes a fomentar un 
amplio bienestar económico.
	 Estos desaciertos son percibidos de ma-
nera bastante extendida por la sociedad, tal 
como lo confirma el último sondeo del Institu-
to Universitario de Opinión Pública (IUDOP) 
realizado con el fin de evaluar el cuarto año 
de gestión de Saca y conocer el sentir del 
país sobre la coyuntura electoral. Según la 
encuesta, los salvadoreños y las salvadore-
ñas calificaron con un 5.47 el trabajo de Saca; 
ésta es la nota más baja que ha recibido 
hasta el momento, en comparación con el 
7.27 que la población le asignó durante sus 
primeros cien días de gobierno. Además, el 
34.7% de la gente opina que la gestión pre-
sidencial es mala o muy mala; así, la tercera 
parte de la población no está satisfecha con 
el desempeño del actual mandatario y su ga-
binete. Cuando se trata de valorar los logros 
del mismo, el 36.4% no identifica acierto algu-
no. Y las razones que explican este desgaste 
progresivo son muchas.

	 Además de esa y otras encuestas, existen 
hechos relacionados con el respeto y la ga-
rantía de los derechos humanos que merecen 
ser considerados como medida de la labor 
presidencial. Una de la “arenas” movedizas 
del partido gobernante es el de la justicia, la 
seguridad y los derechos humanos. Pese a 
los intentos por disfrazar la realidad, la delin-
cuencia y la inseguridad, junto a la violencia 
contra la niñez y el crimen organizado, conti-
núan siendo problemas graves que afectan a 
las mayorías. Hace unos días, funcionarios de 
estas áreas se jactaban del leve descenso de 
homicidios en el país; pero tras la publicación 
del último censo, se reveló que la tasa de 
homicidios pasó de 49.1 personas asesinadas 
por cada cien mil habitantes, a 60.7. ¡Alar-
mante! 
	 Para colmo, los últimos reportes de prensa 
destacan que hasta miembros de la Policía 
Nacional Civil se cuentan entre las víctimas 
mortales; por ejemplo, el reciente asesinato 
de Walter Stanley Guevara, director de inves-
tigaciones oculares de la División Antihomici-
dios de la corporación policial. 
	 El problema de la inseguridad en El Sal-
vador, pues, ha excedido las capacidades 
estatales y cada año son más las voces que 
se suman a la crítica por tal situación. Hasta 
la representación diplomática de Estados 
Unidos de América, la criticó de nuevo. 
	 A lo anterior, se agrega la falta de justicia 
y el desprecio a las víctimas de violaciones 
de sus derechos humanos por parte del go-
bierno de Saca. Superar la impunidad en el 
país pasa por una seria y profunda reforma 
institucional. Sin embargo, en este periodo 
gubernamental, los retrocesos en el sistema 
de justicia, la arbitrariedad oficial es preocu-
pante y la aprobación de leyes abusivas son 
parte de ese caminar en “reversa”. 
	 La gente no sólo se enfrenta a un Estado 
ineficiente, muchas veces mañoso e irres-
ponsable, sino que sufre por ese mencionado 
desprecio. Durante el periodo de Saca, El 
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Salvador fue condenado por la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos en dos 
ocasiones. Una en el caso de las hermanas 
Serrano Cruz; la otra en el de Ramón Mau-
ricio García Prieto. En ambos, la respuesta 
gubernamental ha sido penosa. En el primero, 
incumplió con la obligación de aceptar su res-
ponsabilidad en los sucesos, pedir perdón por 
lo sucedido, investigar lo ocurrido y castigar a 
sus responsables. En el segundo ha actuado 
de forma parecida.
	 En la esfera económica y social, debe 
señalarse que la percepción recogida por la 
encuesta del IUDOP así como la más reciente 
de La Prensa Gráfica, revelan un claro des-
encanto por el desempeño del gobierno. Esta 
opinión mayoritaria se sostiene en el tiempo 
a pesar del lanzamiento y la ejecución tan 
publicitada de programas como la Alianza por 
la Familia, FOSALUD y Red Solidaria. No son 
más que remedios de escaso alcance, inme-
diatistas y carentes de sostenibilidad real en 
el tiempo. Esto pone en evidencia que parte 
de lo que se hace, responde al evento más 
próximo: las elecciones de 2009. Para Saca, 
el sentido humano y el énfasis en lo social se 
limitan a transferir un poco de dinero a fami-
lias en extrema pobreza. Con semejante pro-
ceder, jamás se mejorará en serio la calidad 
de vida de las mayorías y más lejos se estará 
de erradicar las causas estructurales que 
originan la pobreza, las cuales ya condujeron 
al país por el camino de la violencia armada. 
Así, la migración continúa siendo una de las 
“mejores” opciones para tratar de salir a flote 
pese a que –además de alejarse de sus fami-
lias– muchos y muchas compatriotas mueran 
o sufran vejámenes en el intento. ¿Qué se 
ha hecho para que El Salvador sea opción 
de vida digna para esos cientos de miles de 
personas? Nada.   
	 A manera de ejemplo más patético en el 
ámbito de los derechos económicos, sociales 
y culturales está la salud pública. Otra gran 
debilidad de la administración Saca. Afortu-
nadamente, no se han desatado graves epi-
demias porque faltarían medicamentos en los 

hospitales para hacerles frente. Eso ocurre, 
en parte, porque el presupuesto de la cartera 
estatal es insuficiente y por algunos gastos 
irracionales que se realizan, como el de los 
más de treinta mil dólares para acondicionar 
y amueblar los despachos del ministro Guiller-
mo Maza y del viceministro Ernesto Navarro. 
Mientras, hay pacientes demandando medi-
cinas que no pueden costearse y de las que 
depende su vida. 
	 Otro hecho, que coloca al presidente como 
un vigilante “choco” de los derechos de la po-
blación es el caso de El Sitio del Niño, donde 
la principal víctima es la niñez cuya sangre 
tiene plomo dada la impericia y la ausencia 
de controles preventivos de los Ministerios 
de Salud Pública y Asistencia Social, Trabajo 
y Medio Ambiente. Aunque el caso está judi-
cializado, las negligencias y el actuar lerdo de 
estas entidades es evidente. ¿Cómo evaluar 
el cumplimiento de su obligación ineludible de 
proteger la vida, la salud y medio ambiente en 
favor de estas comunidades? Como el plomo, 
la respuesta cae por su peso.
	 Si en el cuarto año de gobierno, Saca no 
ha producido ningún efecto positivo en ma-
teria económica. ¿Qué puede hacer cuando 
le falta un año? De seguro, más publicidad 
llena de mentiras; más propaganda a través 
de la cual sólo consigue insultar la inteligencia 
popular. Y eso se paga caro. Así lo revelan las 
encuestas en lo relativo a las preferencias 
del electorado. Las crisis que asolan al país 
en lo energético, financiero y alimentario se 
agravan y agravarán aún más por la crisis 
política derivada de los malos gobiernos de la 
posguerra y la falta de un acuerdo de Nación 
al que deberían sumarse todas las fuerzas 
que, en mayor o menor medida, tienen algún 
grado de responsabilidad por ese estado de 
cosas. La situación no se resolverá en las 
urnas, si no asumen con seriedad el mayor 
desafío actual: la de llegar a tener una visión 
menos mezquina que la electorera y colocar, 
por encima de los intereses partidistas, el de 
la vida con dignidad para toda la población 
salvadoreña.


